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Exp.- 697/2020.


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

	TERCERA SALA UNITARIA.

	EXPEDIENTE: 697/2020.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********.

	DEMANDADA: PRESIDENTA DE LA COMISIÓN PERMANENTE DE PENSIONES Y ASUNTOS LABORALES DEL AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSÍ, S.L.P.

	MAGISTRADO: JORGE ALEJANDRO VERA NOYOLA.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: AUSTREBERTO REGIL GONZÁLEZ


San Luis Potosí, San Luis Potosí, a seis de abril de dos mil veintidós.
VISTO.- Para resolver en definitiva el juicio contencioso administrativo número 697/2020, promovido por la C.**********, contra actos de la Presidenta de la Comisión Permanente de Pensiones y Asuntos Laborales del Ayuntamiento de San Luis Potosí.
RESULTANDO
1.- Por escrito presentado ante este Tribunal el 8 ocho de octubre de 2020 dos mil veinte, la C.**********, por su propio derecho promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo en contra de la Presidenta de la Comisión Permanente de Pensiones y Asuntos Laborales del Ayuntamiento de San Luis Potosí, y por el acto que hizo consistir en: 

“La respuesta (resolución) que emite la autoridad demandada a mi solicitud de pensión por jubilación, mediante el documento Titulado “Regidores 1703/2020 20 de agosto de 2020,Asunto: Contestación”, en la cual se niega el acceso a la pensión por jubilación solicitada por la suscrita.”
En auto del 13 trece de octubre de 2020 dos mil veinte, se admitió la demanda. La Autoridad Demandada fue debidamente notificada y emplazada.

2.- Con escrito presentado el 11 once de noviembre de 2020 dos mil veinte, la Autoridad Demandada contestó la demanda.
En auto del 24 veinticuatro de febrero de 2021 dos mil veintiuno, se admitió la contestación de demanda; se admitieron las pruebas documentales ofertadas por la Parte Actora, la presuncional e instrumental de actuaciones ofertada por la Autoridad Demandada; y se formuló requerimiento a la Parte Actora en lo referente a las pruebas de informes primero y segundo, a efecto de que acreditara haber solicitado la expedición de los documentos con antelación a la presentación de demanda, con el apercibimiento de desechar la prueba de no acreditar la solicitud; y se reservó fijar fecha y hora para la audiencia final.
3.- Con escrito presentado el 9 nueve de marzo de 2021 dos mil veintiuno, la Parte Actora formuló contestación al requerimiento, y a la vista que se le dio con la contestación de demanda.
En auto del  1 uno de junio de 2021 dos mil veintiuno, se tuvo a la Parte Actora por hechas las manifestaciones, y se hizo efectivo el apercibimiento formulado, por lo que se desecharon las pruebas ofertadas como informes primero y segundo.

4.- Con escrito presentado el 23 veintitrés de junio de 2021 dos mil veintiuno, la Parte Actora interpuso Recurso de Reclamación en contra del auto del 1 uno de junio de 2021 dos mil veintiuno, en que se desecharon las pruebas ofertadas como informes primero y segundo.
4.1.- En auto del 14 de julio de 2021 dos mil veintiuno, se dio trámite a la prueba ofertada como superveniente, y se admitió el Recurso de Reclamación.
4.2.- Con escrito presentado el 12 doce de agosto de 2021 dos mil veintiuno, la Autoridad Demandada contestó la vista del Recurso de Reclamación.
4.3.- En auto se tuvo a la Autoridad Demandada por hechas las manifestaciones, y se citó para resolver el Recurso de Reclamación.
4.4.- Con fecha 5 cinco de octubre de 2021 dos mil veintiuno, se emitió la resolución del Recurso de Reclamación, mismo que se declaró fundado, por lo que se revocó el auto de desechamiento, y se ordenó emitir diverso auto en que se admitieran las pruebas de informes primero y segundo.
5.- En auto del 11 once de enero de 2022 dos mil veintidós, se admitieron las pruebas de informes primero y segundo, por lo que se formuló requerimiento a la Autoridad Demandada.
6.- Con escrito presentado el 1 uno de marzo de 2022 dos mil veintidós, la Autoridad Demandada rindió los informes.

En auto del 2 dos de marzo de 2022 dos mil veintidós, se agregaron a los autos los informes rendidos por la Autoridad Demandada, y se pusieron a la vista de la Parte Actora para que manifestara lo que a su derecho conviniese, finalmente se fijaron las  9:00 nueve horas del 28 veintiocho de marzo de 2022 dos mil veintidós para la celebración de la audiencia final.
2.-  A las9:00 nueve horas del 28 veintiocho marzo de 2022 dos mil veintidós, se dio inicio a la audiencia final, con asistencia de las Partes; en el desahogo de la audiencia se dio cuenta con las constancias de autos, posteriormente en la etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas las documentales y los informes primero y segundo dada su naturaleza, después hizo constar que no había pruebas pendientes de desahogo; posteriormente en la etapa de alegatos se dio cuenta con los escritos de las partes, a las que se tuvo por hechas las manifestaciones, y finalmente se citó para resolver.
CONSIDERANDO

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es competente para conocer, substanciar y resolver el presente Juicio Contencioso Administrativo, de conformidad con los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y  7 fracción VII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, por tratarse de una controversia de carácter administrativo, suscitada por una resolución que versa sobre el otorgamiento de un pensión civil con cargo al erario del Municipio de San Luis Potosí, respecto de la cual, los citados preceptos le confieren competencia.
SEGUNDO.- La personalidad del Actor no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio.

En el caso el interés jurídico de la Parte Actora, se encuentra plenamente acreditado en autos, con la documental en donde consta el acto impugnado, de donde se desprende con meridiana claridad que la Actora solicitó el otorgamiento de una pensión por haber trabajado para el Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí por más de 28 veintiocho años, y que la misma le fue negada por resolución de la Presidenta de la Comisión de Pensiones y Asuntos Laborales del Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí; por lo que es evidente que le asiste el interés jurídico para controvertir en el presente juicio dicha determinación.
Por su parte, la Licenciada María Verónica Campillo Salazar, y la Licenciada Maribel Lemoine Loredo, justificaron respectiva y sucedáneamente, la calidad de Presidenta de la Comisión de Pensiones y Asuntos Laborales del Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí, con las documentales consistentes en: a) La copia certificada del acta e sesión de Cabildo del 1 uno de octubre de 2018 dos mil dieciocho, en que se designó como Presidenta de la Comisión de Pensiones y Asuntos Laborales a la Licenciada María Verónica Campillo Salazar, que es visible de la foja 83 ochenta y tres a 87 ochenta y siete del expediente en que se actúa; y b) La certificación expedida por el Secretario General del Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí, del punto de acurdo de conformación de las Comisiones Permanentes del Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí, tomado en la sesión solemne del 1 uno de octubre de 2021 dos mil veintiuno, en la que se designó a la Licenciada Maribel Lemoine Loredo como Presidenta de la Comisión de Pensiones y Asuntos Laborales, misma que es visible de la foja 165 ciento sesenta y cinco a 171 ciento setenta y uno del expediente en que se actúa.
A las referidas documentales se les otorga valor probatorio pleno, con apoyo legal en los artículos 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con los artículos 388 y 392 del Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, según lo que dispone el artículo 217 párrafo segundo del citado Código Procesal Administrativo.
TERCERO.- Antes de entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte Actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza una de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

A juicio del suscrito Magistrado de la Tercera Sala Unitaria en la especie no hay causales de improcedencia o sobreseimiento que hacer valer de oficio.
Por su parte, la Autoridad Demandada al contestar la demanda, hace valer como causal de improcedencia que el acto impugnado no reviste de definitividad; al respecto argumenta que el señalamiento que se hace en el último párrafo del oficio en el sentido de que no resulta procedente otorgar la pensión solicitada, es en el sentido, que de turnar la solicitud a la Comisión para su discusión y análisis, resultaría en un dictamen negativo, por lo que no es una resolución negativa, sino que se le está dando la oportunidad de que perfecciones su solicitud con posterioridad, en protección de sus derechos.
A juicio del suscrito Magistrado de la Tercera Sala Unitaria, lo argumentado por la Presidente de la Comisión de Pensiones y Asuntos Laborales del Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí, es infundado.

En efecto, de la lectura del acto impugnado, se advierte con claridad, que se determinó que la solicitud de pensión formulara resultó improcedente, de acuerdo con las consideraciones vertidas en el cuerpo de dicho acto administrativo.
En ese sentido, en contrario a lo que pretende hacer ver la Autoridad Demandada en la contestación de demanda, del contenido del acto impugnado, se advierte con claridad que se emite una resolución sobre el fondo del asunto, concretamente, se dice a la Actora que como no acreditó haber aportado al fondo de pensiones para los trabajadores del Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí, la solicitud de otorgamiento de pensión resultó improcedente.

No pasa inadvertido, que la Autoridad Demandada aduce que la resolución carece definitividad, y que su sentido, es permitir que la aquí Actora eventualmente satisfaga el requisito de haber contribuido al fondo de pensiones para los trabajadores del Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí, y le sea concedida la pensión.

Al respecto debe decirse, que de la literalidad de la resolución, no se corrobora lo señalado por la Autoridad Demandada.

Aun si efectuamos un análisis del argumento, resulta ser desfavorable para la Autoridad Demandada, ya que no justifica la improcedencia del Juicio Contencioso Administrativo, habida cuenta que lo que propone, es lo que se conoce como una trampa procesal, ya que no tutela los derechos de la Parte Actora, y por el contrario, tiene como finalidad obstaculizar la defensa de sus derechos, en contravención a los principios de buena fe, lealtad y probidad procesales, que integran la lealtad procesal. Al efecto resultan aplicables las Tesis de Jurisprudencia que se transcriben enseguida:

“RECURSOS ADMINISTRATIVOS. PROCEDENCIA DEL JUICIO FISCAL.- No siendo manifiesta la improcedencia del juicio de nulidad, aun siendo opinable la cuestión, la Sala debió entrar al fondo del asunto que se le planteó, pues los recursos, juicios y medios de defensa en general, han sido creados por el legislador para otorgar a los ciudadanos medios legales para facilitar la defensa de sus derechos, por lo que al examinar su procedencia, no deben ser tratados con un rigorismo que los convierta en trampas procesales que en vez de facilitar, obstaculicen la defensa de tales derechos.- PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.”

“LEALTAD PROCESAL. ELEMENTOS QUE LA CONFORMAN.- Los principios de buena fe y de lealtad y probidad procesales deben basarse en la búsqueda de la verdad, tanto en relación con el derecho que se pretende, como en la forma en que se aplica o se sigue para conseguirlo. Así, dentro de la buena fe están los deberes específicos de exponer los hechos con veracidad, no ofrecer pruebas inútiles o innecesarias, no omitir o alterar maliciosamente los hechos esenciales a la causa y no obstaculizar ostensible y reiteradamente el desenvolvimiento normal del proceso. Por su parte, el principio de lealtad y probidad se conforma por el conjunto de reglas de conducta, presididas por el imperativo ético a que deben ajustar su comportamiento todos los sujetos procesales (partes, procuradores, abogados, entre otros), consistente en el deber de ser veraces y proceder con ética profesional, para hacer posible el descubrimiento de la verdad. Esto es, la lealtad procesal es consecuencia de la buena fe y excluye las trampas judiciales, los recursos torcidos, la prueba deformada e, inclusive, las inmoralidades de todo orden; de ahí que no puede darse crédito a la conducta de las partes que no refleja una lealtad al proceso.- PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO PRIMER CIRCUITO.”

En ese orden de ideas, el argumento inherente a que no se trata de una resolución definitiva, sino que se le permite a la solicitante de la pensión que acredite el cumplimiento de los requisitos exigidos, en beneficios de sus derechos, se torna desleal, en cuanto se refiere a un requisito imposible de cumplir por la aquí Actora, ante la imposibilidad material y jurídica de hacerlo.

En efecto, el razonamiento toral de la negativa de la pensión, se centra en la exigencia de acreditar las aportaciones a un fondo de pensiones para los trabajadores del Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí; sin embargo, como se establece más adelante, de acuerdo a lo probado en el presente Juicio Contencioso Administrativo, el referido fondo de pensiones resultó inexistente, de lo que se sigue la inexistencia de la obligación de contribuir a ese fondo, y la imposibilidad material y jurídica de acreditar que algún trabajador del Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí contribuyó a dicho fondo, justamente, porque el fondo no existe.
En ese sentido, si como lo señala la Autoridad Demandada, se trata de una resolución que no tiene el carácter de definitiva,  esto lejos de beneficiar a la Parte Actora, se le coloca en un estado de indefensión, en una trampa procesal, que mantiene el procedimiento administrativo en la indefinición de manera permanente, puesto que se sustenta en el requerimiento de un requisito que resulta imposible de cumplir, por lo cual el administrado no puede sacar el procedimiento de donde se encuentra entrampado, ya que la resolución se dice no es definitiva, pero no le es posible cumplir con lo requerido; lo que además es contrario a lo que disponen los artículos 183 y 194 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, cuya finalidad precisamente, es impedir que el procedimiento administrativo se prolongue indefinidamente, mediante la declaración de caducidad de procedimiento cuyos requisitos legales de procedencia no se cumplen por el administrado después de que haber sido requerido.
A continuación se transcriben los preceptos en cita: 

“ARTÍCULO 183. En ningún caso se podrán rechazar los escritos en las unidades de recepción de documentos.

Cuando en cualquier estado se considere que alguno de los actos no reúne los requisitos necesarios , el órgano administrativo lo pondrá en conocimiento de la parte interesada, concediéndole un plazo de cinco días para su cumplimiento.

A los interesados que no cumplan con lo dispuesto en este artículo, se les podrá declarar la caducidad del ejercicio de su derecho, en los términos previstos en el presente Código.”

“ARTÍCULO 194. En los procedimientos iniciados a instancia del interesado, cuando se produzca su paralización por causas imputables al mismo, la administración pública estatal o municipal le advertirá que, transcurridos tres meses, se producirá la caducidad del mismo.

Expirado dicho plazo sin que el interesado requerido realice las actividades necesarias para reanudar la tramitación, la administración pública estatal o municipal acordará el archivo de las actuaciones, notificándoselo al interesado. Contra la resolución que declare la caducidad de la instancia procederá el recurso de revisión previsto en el artículo 130 del presente Código.

La caducidad no producirá por sí misma la prescripción de las acciones del particular ni de la administración pública estatal o municipal, según corresponda, per o los procedimientos caducados no interrumpen ni suspenden el plazo de prescripción.

Cuando se trate de procedimientos iniciados de oficio se entenderán caducados, y se procederá al archivo de las actuaciones, a solicitud de parte interesada o de oficio, en el plazo de treinta días a partir de la última actuación tendiente al dictado de la resolución.”

De lo anterior, se sigue lo infundado de la causal de improcedencia hecha valer por la Autoridad Demandada.
CUARTO.- La Litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo se integra en las posturas divergentes de las partes, que se concretan en lo siguiente.

En el acto impugnado, la Autoridad Demandada establece sustancialmente, que como la Actora no acreditó haber contribuido al fondo de pensiones, la solicitud de pensión que formuló al Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí resultó improcedente.
Por su parte, para controvertir lo resuelto por la Autoridad Demandada, la Parte Actora aduce sustancialmente tres cuestiones a saber:

a) Que la Presidente de la Comisión de Pensiones y Asuntos Laborales del Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí es incompetente para resolver la solicitud de pensión formulada, ya que la competencia corresponde al Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí constituido en Cabildo; y 
b) Que como empleada del Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí, no le correspondía contribuir al fondo de pensiones, ya que dicho fondo no existe, por lo cual no le era exigible la contribución, señalando adicionalmente, que en todo caso, como el Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí nunca le efectuó descuento alguno de las cuotas para el fondo, la omisión es responsabilidad de la autoridad, por lo cual las cuotas deben ser cubiertas por el Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí, y se le debe otorgar la pensión, al respecto invoca la aplicación analógica de la Tesis de Jurisprudencia de rubro: “ CUOTAS DE SEGURIDAD SOCIAL DE LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO. LA OMISIÓN DE INSCRIBIRLOS ANTE EL ISSSTE DURANTE LA VIGENCIA DE LA RELACIÓN LABORAL, CONLLEVA A LA OBLIGACIÓN DEL PATRÓN DE CUBRIRLAS EN SU INTEGRIDAD (INTERPRETACIÓN TELEOLOGÍCA DEL ARTÍCULO 20 DE LA LEY QUE RIGE DICHO INSTITUTO).”;
c) Que existe discriminación por parte del Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí, ya que se han otorgado un gran número de pensiones a trabajadores que se encuentra en la misma situación que la Actora, por lo que se violentó su derecho a la igualdad y no discriminación.
No pasa desapercibido para el suscrito Magistrado de la Tercera Sala Unitaria, que en la contestación de la demanda, al controvertir los conceptos de impugnación, la Autoridad Demandada insiste en el argumento con el que solicitó el sobreseimiento, en el sentido de que el acto impugnado no reviste de definitividad; al respecto argumenta que el señalamiento que se hace en el último párrafo del oficio en el sentido de que no resulta procedente, es en el sentido de que de turnar la solicitud a la Comisión para su discusión y análisis, resultaría en un dictamen negativo.
Argumento el anterior, que ya ha sido desestimando, por lo cual el momento de abordar el estudio del fondo del asunto, únicamente se hará referencia a los conceptos de impugnación y lo establecido en el acto impugnado.
QUINTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea el Actor en su escrito de demanda, se localizan de la foja 5 cinco a la foja 26 veintiséis del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que se transcribe enseguida:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.- Contradicción de tesis 50/2010.”

SEXTO.- A juicio del suscrito Magistrado de esta Tercera Sala Unitaria, de los conceptos de impugnación planteados por la parte Actora en la demanda, los identificados con los incisos a) y b) resultan esencialmente fundados, y por ende insuficientes para declarar la ilegalidad y nulidad de la resolución impugnada, mientras que el marcado con el inciso c) resultó infundado; de acuerdo con las consideraciones que a continuación se exponen.
Según se ha establecido, en  los conceptos de impugnación, la Parte Actora aduce sustancialmente tres cuestiones a saber:

a) Que la Presidente de la Comisión de Pensiones y Asuntos Laborales del Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí es incompetente para resolver la solicitud de pensión formulada, ya que la competencia corresponde al Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí constituido en Cabildo; y 

b) Que como empleada del Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí, no le correspondía contribuir al fondo de pensiones, ya que dicho fondo no existe, por lo cual no le era exigible la contribución, señalando adicionalmente, que en todo caso, como el Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí nunca le efectuó descuento alguno de las cuotas para el fondo, la omisión es responsabilidad de la autoridad, por lo cual las cuotas deben ser cubiertas por el Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí, y se le debe otorgar la pensión, al respecto invoca la aplicación analógica de la Tesis de Jurisprudencia de rubro: “ CUOTAS DE SEGURIDAD SOCIAL DE LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO. LA OMISIÓN DE INSCRIBIRLOS ANTE EL ISSSTE DURANTE LA VIGENCIA DE LA RELACIÓN LABORAL, CONLLEVA A LA OBLIGACIÓN DEL PATRÓN DE CUBRIRLAS EN SU INTEGRIDAD (INTERPRETACIÓN TELEOLOGÍCA DEL ARTÍCULO 20 DE LA LEY QUE RIGE DICHO INSTITUTO).”;

c) Que existe discriminación por parte del Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí, ya que se han otorgado un gran número de pensiones a trabajadores que se encuentra en la misma situación que la Actora, por lo que se violentó su derecho a la igualdad y no discriminación.
Como se adelantó, a juicio del suscrito Magistrado de la Tercera Sala Unitaria, el primero de los argumentos es fundado, atentos a  las consideraciones que a continuación se exponen.
De acuerdo a lo que disponen los artículos 89 a 91bis de la Ley Orgánica del Municipio Libre de San Luis Potosí, y 73 a 108 del Reglamento Interno del Municipio Libre de San Luis Potosí publicado en el Periódico Oficial del Estado del 31 treinta y uno de diciembre de 2009 dos mil nueve, y reformado al 13 trece de noviembre de 2012 dos mil doce (vigente al momento de la expedición del acto impugnado); se advierte que para la atención de los asuntos de su competencia, el Ayuntamiento conforma Comisiones, mismas que carecen de atribuciones ejecutivas, cuya responsabilidad es la estudiar y examinar los asuntos, para proponer al Ayuntamiento los acuerdos, acciones o normas para mejorar la administración pública municipal; como le define el último párrafo del artículo 74 del Reglamento Interno del Municipio Libre de San Luis Potosí, las Comisiones son órganos auxiliares de análisis, consulta, gestoría y dictamen del Ayuntamiento para el mejor cumplimiento de sus funciones públicas.
La integración, estructura, funcionamiento y competencia de las Comisiones del Ayuntamiento, se define en los citados artículos 73 a 108 del Reglamento Interno del Municipio Libre de San Luis Potosí; de dichas disposiciones, se considera oportuno destacar las inherentes a la estructura y atribuciones al interior de las Comisiones, así como la que crean la Comisión Permanente de Pensiones y Asuntos Laborales, y que definen los asuntos de su competencia.

Según disponen los artículos 73 ante penúltimo párrafo, y 79 del Reglamento Interno del Municipio Libre de San Luis Potosí, las comisiones se conformarán por cuando menos tres miembros, todos integrantes del Ayuntamiento de que se trate, y se estructuran con un Presidente, un Secretario y Vocal o Vocales según su número; las Comisiones se reunirán a deliberar los asuntos de su competencia previa convocatoria emitida por quien la Presida, misma que entre otros requisitos debe contener los asuntos sujetos a discusión y aprobación en su caso
A continuación se transcriben los dispositivos reglamentarios en cita:
“Artículo 73.- (…)

Dichas comisiones se conformarán por un número no menor a tres miembros del Ayuntamiento y serán coordinadas por un Presidente, un Secretario y sus Vocales. El sistema de votación de las comisiones será el utilizado en las sesiones de Cabildo; la Presidencia de cualquier Comisión podrá ser rotativa, en la forma, orden y periodicidad que acuerden los miembros de la misma. (…)”

“Artículo 79.- Se reunirán las Comisiones Permanentes del Ayuntamiento para deliberar sobre los asuntos a tratar, previa convocatoria por escrito, emitida por el Presidente de la misma, la que deberá ser entregada a la Coordinación de Regidores con, por lo menos, veinticuatro horas de anticipación, salvo que el propio Presidente de dicha Comisión lo haga en segunda convocatoria o considere urgente se celebre la reunión, caso en el cual podrá convocar a los miembros de la misma de inmediato y por cualquier medio, debiendo, sin embargo, cerciorarse de que todos los miembros de la Comisión han sido debidamente convocados.

(Reforma publicada en el P.O. del día 13 de noviembre de 2012)

El orden del día en las Sesiones de Comisiones Permanentes contendrá los siguientes puntos:

I. Lista de Asistencia y declaración de quórum legal;

II. Aprobación del orden del día;

III. Lectura y aprobación en su caso, de la minuta de la reunión anterior;

IV. Discusión y en su caso aprobación de los asuntos remitidos a la comisión;

V. Asuntos Generales, y

VI. Clausura.”

Ahora bien, los integrantes de las Comisiones cuentan con diversas atribuciones concretas, de las cueles, nos interesa analizar las que corresponden al Presidente de la Comisión, ya que en nuestro caso es quien emitió la resolución que constituye el acto impugnado; así tenemos que las atribuciones del Presidente de Comisión están definidas en el artículos 89 inciso a) del Reglamento Interno del Municipio Libre de San Luis Potosí.

A continuación se transcribe el artículo 89 inciso a) del Reglamento Interno del Municipio Libre de San Luis Potosí:

“Artículo 89.- Los miembros de las Comisiones del Ayuntamiento tendrán las siguientes obligaciones y facultades comunes: (Reforma publicada en el P.O. del día 13 de noviembre de 2012)

a) Del Presidente de Comisiones

I. 1. Instalar legalmente la comisión que presida, dentro de la semana siguiente a la constitución de la misma;

2. Presidir las sesiones de la comisión;

3. Convocar a las sesiones de la comisión;

4. Elaborar el orden del día de las reuniones de la comisión y anexarla a la

5. Convocatoria de la misma;

6. Emitir voto de calidad en caso de empate;

7. Integrar y llevar los expedientes de los asuntos que hayan sido turnados a la comisión;

8. Llevar el control de las asistencias de los miembros de la comisión, y en caso de que algún miembro falte a las sesiones por tres veces consecutivas o cinco discontinuas sin justificación presentada previamente por escrito, deberá informar al Cabildo para que éste proceda conforme a lo dispuesto en el Reglamento Interno del Municipio Libre de San Luis Potosí;

9. En general, se encargará de la organización y cumplimiento de los trabajos que el ayuntamiento turne a su comisión. En caso de que las comisiones trabajen en forma conjunta, el cabildo señalará de entre los presidentes de cada una de las comisiones a las cuales se remita el asunto, a quien fungirá como tal. (…)”
De la transcripción, se puede advertir que esencialmente las funciones del Presidente de la Comisión están relacionadas con el funcionamiento interno de la Comisión, pues se refieren a la instalación, las convocatorias, elaboración del orden de día de las sesiones, llevar el computo de asistencias, etcétera; con excepción de la prevista en el numeral 7, que se refiere a la  al seguimiento e integración de los expedientes de los asuntos de la Comisión de que se trate, por lo cual quien funge como Presidente de la Comisión es la autoridad encargada del desahogo del procedimiento administrativo, por lo cual se estima que tiene atribuciones para efectuar requerimientos, admitir y desahogar pruebas, y en general cualquier acto tendiente a llevar a estado de resolución, para ser sometido a ante el pleno de la Comisión, que emitirá el dictamen correspondiente.
Sin embargo, dentro del catálogo de atribuciones del Presidente de la Comisión, no encontramos disposición alguna que le faculte a pronunciase sobre los asuntos, sino que esa atribución es propia del Ayuntamiento.

En este momento es oportuno precisar, que el Cabildo es Cabildo, es el Ayuntamiento reunido en sesión como cuerpo colegiado de gobierno, acorde a lo que dispone el artículo 12 de la Ley Orgánica del Municipio Libre de San Luis Potosí; y reiterar que las Comisiones son órganos auxiliares de análisis, consulta, gestoría y dictamen del Ayuntamiento, para la mejor resolución de los asuntos competencia de éste, de acuerdo a lo que disponen los artículos 89 a 91bis de la Ley Orgánica del Municipio Libre de San Luis Potosí, y 73 a 108 del Reglamento Interno del Municipio Libre de San Luis Potosí.
Así podemos establecer, que por regla general, los asuntos competencia del Ayuntamiento llevan el trámite siguiente:
1.- Son turnados a las Comisiones acorde a la competencia de cada una de ellas definida en el Reglamento Interno del Municipio Libre de San Luis Potosí;
2.- La Comisión desahoga el procedimiento administrativo, de ser el caso, y emite un dictamen de resolución;
3.- El dictamen de resolución es sometido a la consideración del Cabildo, para ser votado, de ser aprobado, se convierte en la resolución del asunto.
Por su parte, los artículos 73 fracción XVIII y 105 del Reglamento Interno del Municipio Libre de San Luis Potosí, en ese orden, crean la Comisión Permanente de Pensiones y Asuntos Laborales del Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí, y definen los asuntos de su competencia, entre los cuales se encuentran, que le corresponde vigilar la correcta aplicación del apartado de Pensiones y Jubilaciones  de la Ley de Pensiones del Estado de San Luis Potosí, así como dictaminar la procedencia o improcedencia de las solicitudes de pensión y jubilación, y someter el dictamen a la aprobación del Cabildo.

A continuación se transcribe los artículos 73 fracción XVIIII y 105 fracciones I y II del Reglamento Interno del Municipio Libre de San Luis Potosí:
“Artículo 105.- La Comisión Permanente de Pensiones y Asuntos Laborales tendrá a su cargo:

I.- Vigilar la correcta aplicación de la Ley de Pensiones del Estado de San Luis Potosí, en el apartado de Pensiones y Jubilaciones;

II.- Dictaminar la procedencia o improcedencia de las solicitudes de Pensión y Jubilación y someter el dictamen a la aprobación del Cabildo; (…)”
En ese orden de ideas, a la Comisión de Pensiones y Asuntos Laborales le corresponde emitir el dictamen de resolución sobre cada asunto en particular que verse sobre una solicitud de Pensión o Jubilación, y someterlo a la consideración del Cabildo, para que ese dictamen se convierta en la resolución definitiva.
En ese mismo orden de ideas, en el caso que nos ocupa, la resolución que determina negar el otorgamiento de la pensión solicitada por la Parte Actora, fue emitida por la Presidenta de la Comisión de Pensiones y Asuntos Laborales, por lo cual atentos a las disposiciones jurídicas citadas  y las consideraciones vertidas, es una autoridad incompetente, ya que la competencia corresponde al Ayuntamiento, por lo cual  es fundo el argumento de la Parte Actora.
La incompetencia de la Presidenta de la Comisión de Pensiones y asuntos Laborales, es una causa suficiente para acreditar la ilegalidad de la resolución impugnada; sin embargo, se considera que no debemos limitar el estudio del caso a esa causa de ilegalidad, habida cuenta que a nada practico conduciría declarar la nulidad por incompetencia de la autoridad que emitió el acto, pues la consecuencia previsible es que se reitere el sentido de lo resuelto, ahora por la autoridad que resulte competente, al haber permanecido intocada la determinación inherente a la exigencia de la contribución al fondo de pensiones de los trabajadores del Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí.
Por consiguiente, a juicio del suscrito Magistrado de la Tercera Sala Unitaria en este caso es conducente, entrar al estudio del segundo de los conceptos de impugnación, que se refiere a la que la negativa de la pensión solicitada por la Parte Actora, se sustenta en el requerimiento de acreditar contribuciones a un fondo de pensiones inexistente.
Ahora bien, en el segundo de los argumentos, la Parte Actora se duele de que, como empleada del Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí, no le correspondía contribuir al fondo de pensiones, ya que dicho fondo no existe, por lo cual no le era exigible la contribución, señalando adicionalmente, que en todo caso, como el Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí nunca le efectuó descuento alguno de las cuotas para el fondo, la omisión es responsabilidad de la autoridad, por lo cual las cuotas deben ser cubiertas por el Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí, y se le debe otorgar la pensión, al respecto invoca la aplicación analógica de la Tesis de Jurisprudencia de rubro: “ CUOTAS DE SEGURIDAD SOCIAL DE LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO. LA OMISIÓN DE INSCRIBIRLOS ANTE EL ISSSTE DURANTE LA VIGENCIA DE LA RELACIÓN LABORAL, CONLLEVA A LA OBLIGACIÓN DEL PATRÓN DE CUBRIRLAS EN SU INTEGRIDAD (INTERPRETACIÓN TELEOLOGÍCA DEL ARTÍCULO 20 DE LA LEY QUE RIGE DICHO INSTITUTO).”
Como se adelantó el argumento de la Parte Actora resultó esencialmente fundado.
Sobre el particular, se debe precisar, que de acuerdo con la regla general de carga de la prueba, el que afirma está obligado a probar, mientras que el que niega, solo está obligado a probar cuando su negativa envuelve una afirmación; según se obtiene del contenido de los artículo 273 y 274 del Código de Procedimientos Civiles del Estado San Luis Potosí, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo de acuerdo con el artículo 217 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí.
En ese sentido, es importante destacar, que la negativa contenida en la resolución impugnada, se sustenta en la omisión de haber acreditado la contribución al fondo de pensiones; por tanto, tal determinación se sustenta en una afirmación: Que existe un fondo de pensiones para los trabajadores al servicio del Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí, y la consecuente obligación de contribuir al fondo de pensiones para tener derecho a una pensión.
Por su parte, la negativa de la Parte Actora es una negativa simple, lisa y llana, puesto que se limita a señalar que no existe el fondo de pensiones para los trabajadores del Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí.
En ese orden de ideas, la carga de la prueba sobre la existencia del referido fondo de pensiones, recayó en la Autoridad Demandada que es quien afirma la existencia del fondo, como sustento toral de la negativa de la pensión solicitada por la Parte Actora; por consiguiente, la Parte Actora estaba exenta de carga de prueba, ante su negativa lisa y llana.
Ahora bien, la Autoridad Demandada no cumplió con su carga probatoria, puesto que no acreditó la existencia de un fondo de pensiones para los trabajadores del Ayuntamiento, por tanto tampoco se puede considerar la existencia de la obligación de contribuir a un fondo inexistente.
Por su parte, la Actora ofertó como prueba de su parte, un informe a cargo de la Autoridad Demandada particularmente sobre la creación del fondo de pensiones y/o jubilaciones, y/o seguridad social, debiéndose precisar además la forma en que los trabajadores deben contribuir a dicho fondo; al respecto, la propia Autoridad Demandada rindió un informe del que se desprende con claridad que no existe un fondo de pensiones para los trabajadores del Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí, y por ende  hablar de una obligación de contribuir a ese fondo resulta inviable.
Dicho informe es visible, de la foja 148 ciento cuarenta y ocho a la foja 173 ciento setenta y tres del expediente en que se actúa, y se le confiere pleno valor probatorio con apoyo legal en el artículo 70 fracción II del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí; ya que se trata de un informe rendido por la Síndico Municipal, representante legal del Ayuntamiento, y Presidenta de la Comisión Permanente de Pensiones y Asuntos Laborales del Ayuntamiento de San Luis Potosí, que se refiere a asuntos competencia de éste órgano colegiado de Gobierno como lo es el otorgamiento de las pensiones, por lo que no hay duda alguna, que de existir el fondo de pensiones referido, necesariamente el órgano de gobierno tendría conocimiento del mismo, razón a lo cual, la negativa de la existencia alcanza valor probatorio pleno.
Así las cosas, al estar plenamente acreditado en autos, que no existe un fondo de pensiones para los trabajadores del Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí; esto hace fundado el argumento de la Parte Actora, en el sentido de que la negativa de la pensión que solicitó, se sustenta en la omisión de contribuir a un fondo de pensiones inexistente, y por tanto dicha determinación es ilegal, ya que los hechos fueron apreciados inadecuadamente por la Autoridad.
No pasa desapercibido para el suscrito Magistrado de la Tercera Sala Unitaria, que en un tercer concepto de impugnación, la Parte Actora, se duele de que el Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí ha ejecutado en perjuicio de la acto de discriminación, y de violación a los derechos de igualdad, al haber concedido pensiones a diversas personas que se encuentran en la misma situación jurídica.

A juicio del suscrito Magistrado de la Tercera Sala Unitaria, este argumento debe ser estudiado, ya que si bien es cierto, no permitiría a la Parte Actora alcanzar un mayor beneficio que la nulidad para efectos que supone lo fundado del segundo de los argumentos, no menos cierto es que la causa de ilegalidad que aduce es una violación al derecho humano de igualdad y no discriminación, por lo cual se estima que el pronunciamiento sobre el particular, tiene trascendencia en la esfera jurídica de la Parte Actora, en cuanto a la determinación de las causas de ilegalidad  del acto impugnado.

Ahora bien, se debe decir, que ese argumento es infundado, precisamente porque la resolución nunca fue sometida a la consideración del Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí constituido en Cabildo, sino que, fue emitido por la Presidenta de la Comisión de Pensiones y Asuntos Laborales del Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí, misma que resultó una autoridad incompetente.

Así las cosas, en la especie, se actualizan las causales de ilegalidad previstas en el artículo 250 fracciones I y IV del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, que se refieren a la ilegalidad del acto impugnado, cuando es emitido por una autoridad incompetente, y cuando los hechos materia del asunto son apreciados equivocadamente, en el caso particular, al considerar la omisión de contribuir a un fondo de pensiones inexistente.
En consecuencia, con fundamento en los artículos 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado, por lo que se decreta su NULIDAD y se le deja sin efecto legal alguno.

En ese tenor a efecto de restituir a la Parte Actora en el goce de los derechos que le fueron indebidamente violados, en términos de lo dispuesto por el artículo 251 párrafo primero del citado Código, se ordena a la Autoridad Demandada Presidenta de la Comisión de Pensiones y asuntos Laborales del Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí, que someta a consideración del Pleno de la Comisión la solicitud de pensión formulada por la Actora, a efecto de que con plenitud de jurisdicción se emita el dictamen correspondiente, con la única limitante que se deberán abstener de exigir a la Parte Actora la contribución a un fondo de pensiones, al haberse probado en éste Juicio Contencioso Administrativo  que es inexistente; dicho dictamen deberá ser sometido a consideración del Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí en la sesión de Cabildo a efecto de que sea analizado y votado, y una vez realizado lo anterior, se notifique a la Parte Actora la resolución definitiva.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 1° párrafo segundo 7° fracción VII Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en relación con los artículos 248, 249, 250 fracciones I y IV, 251, 252, 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:
PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado, por lo que se decreta su NULIDAD y se le deja sin efecto legal alguno; de acuerdo con las consideraciones, fundamentos, motivos y para los efectos expuestos en el punto considerativo SEXTO de esta Sentencia.

TERCERO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y por oficio vía electrónica a las Autoridades Demandadas.

Así lo resolvió y firma el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola quien actúa con Secretario de Acuerdos licenciado Ismael Méndez Hernández que autoriza y da fe.
“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.”
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